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LA REFORMA DE LA DEMANDA. Señala el inciso 2º del artículo 28 del C.P.T. y de la S.S. que la demanda podrá ser reformada por una sola vez, dentro de los cinco (5) días siguientes al vencimiento del término de traslado de la inicial o de la de reconvención, si fuere el caso. Lo anterior significa que el término de cinco (5) días otorgado para la reforma de la demanda corre a partir del día siguiente al vencimiento del traslado que tenía el demandado para contestar la demanda, independientemente si se presenta o no contestación, o si ésta se admite o inadmite por parte del juez de conocimiento
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MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

Pereira, veintitrés de noviembre de dos mil diecisiete
Acta número___ del 23 de noviembre de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a desatar el recurso de apelación interpuesto por el señor LUIS FERNANDO MELO OSSA en contra del auto proferido por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 20 de septiembre de 2016, dentro del proceso que le promueve el señor RIGOBERTO VELASQUEZ OCHOA, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2012-00350-01.
Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a los siguientes,

ANTECEDENTES

Pretende el señor Rigoberto Velásquez Ochoa que se declare que entre él y los integrantes del Consocio Cuellar Acero, Guillermo León Castellano, Luis Fernando Melo Ossa y la Sociedad Cuellar Tovar y Cía en C., existió un contrato de trabajo y como consecuencia de ello, deben cancelar a su favor prestaciones y acreencias laborales causadas durante el periodo que prestó sus servicios personales, que lo fue del 12 septiembre al 3 de diciembre de 2010.  
Reclama también que se establezca que el Departamento de Risaralda es solidariamente responsable de las condenas que se impongan, toda vez que es beneficiario de la obra contratada con el Consorcio Acero-Cuellar, consistente en la “Ampliación, rehabilitación, mejoramiento, obras remediales Red vial secundaria, Departamento de Risaralda”, desarrollada en la vía Quinchía – Irra.

El proceso correspondió por reparto al Juzgado Segundo Laboral del Circuito; no obstante en virtud a las medidas de descongestión establecidas por el Consejo Superior de la Judicatura, fue remitió al Juzgado Primero Adjunto al Juzgado Segundo Laboral del Circuito, para que asumiera su conocimiento.

En auto de fecha 30 de julio de 2012 –fl.59- ese último despacho, previo requerimiento de la parte actora, para subsanar algunas falencias que presentaba la demanda, procedió a admitirla en contra de los integrantes del Consorio Acero–Cuellar, Guillermo León Acero, Luis Fernando Melo Ossa, la Sociedad Cuellar Tovar y Cía en C y el Departamento de Risaralda, de conformidad con lo previsto en el artículo 74 del C.P.T. y de la S.S.
Los ya citados se notificaron en su orden así:
- El departamento de Risaralda el 13 de agosto de 2012 –fl 66-.

- Luis Fernando Melo Ossa el 13 de febrero de 2013 –fl 171-.

- Guillermo León Acero Castellano, como persona natural y representante de la sociedad Cuellar Tovar y Cía en C. el 14 de febrero de 2013 –fl 174-.
- La Sociedad Cuellar Tovar y Cía. S. en C. a través de curador ad-litem, el 12 de junio de 2013 –fl 195-.

Una vez finalizaron las medidas de descongestión, el expediente retornó al Juzgado de origen, y éste, al advertir la inconsistencia presentada en la notificación del señor Guillermo León Acero Castellano como persona natural y representante legal de la Sociedad Cuellar Tovar y Cía S. en C. y la respuesta que de la demanda dio como representante legal del Consorcio Cuellar-Acero, en providencias de fecha 27 de noviembre de 2013 y 17 de febrero de 2014, requirió a la sociedad accionada para que aportara el certificado de existencia y representación legal y en auto de  28 de mayo de 2014 instó al señor Guillermo 
León Acero Castellanos, con iguales fines.
Frente al silencio de los requeridos, el Juzgado solicitó a la Cámara de Comercio del Sur y Oriente del Tolima, con el fin de que aportara el certificado de existencia y representación legal de Cuellar Tovar y Cía. S. en C., petición que atendió esa entidad remitiendo el citado instrumento; sin embargo, fue requerida nuevamente para que certificara si el señor Guillermo León Acero Castellanos funge o fungió como representante legal de la citada sociedad, a lo que respondió que el citado demandado no figura con esa calidad en su base de datos.
Por otro lado, mientras se surtían los requerimientos anteriores, en auto de fecha 21 de mayo de 2014 se ordenó la notificación a la Agencia Nacional de Defensa Judicial, la cual se surtió el 23 de igual mes y año.

De acuerdo con la respuesta ofrecida por la Cámara de Comercio del Sur y Oriente de Tolima, el Juzgado, en auto de 14 de octubre de 2015, decidió continuar con el trámite al advertir entonces que se encontraba ajustada al procedimiento laboral el emplazamiento efectuado a la Sociedad Cuellar Tovar y Cía S. en C., toda vez que la notificación que se le realizó al señor Guillermo León Acero Castellano, debía entenderse sólo como persona natural.

En la misma providencia admitió la reforma a la demanda allegada el 29 de julio de 2013, al advertir que fue presentada oportunamente y ordenó correr traslado de la misma a los demandados por el término de cinco (5) días, contados a partir del día siguiente a la notificación que por estado se hiciera de esa providencia.

Adelantado el tramite pertinente y habiéndose llevado a cabo la audiencia obligatoria de conciliación, de decisión de excepciones previas, de saneamiento y fijación del litigio, mediante escrito de fecha 22 de julio de 2016, el señor Luis Fernando Melo Ossa, demandado en el asunto,  solicitó  la nulidad de la actuación al verificar que la reforma a la demanda fue presentada de manera extemporánea dado que se radicaron dos escritos con ese fin, uno el día 6 de marzo de 2013 y otro el 29 de julio de 2013.
Refiere que desde siempre la acción fue iniciada en contra el Consorcio Cuellar –Acero y el Departamento de Risaralda y aun cuando al corregir la demanda por mandato del juez de conocimiento, el poder fue conferido para demandar también a los integrantes del Consorcio Cuellar-Acero, el trámite continuó contra el consorcio solamente, situación que corrobora la primera reforma, frente a la que no se pronunció el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, ya que para esa data no se había terminado de notificar la parte pasiva.
Indica que en la segunda reforma, el promotor corrige el encabezado del líbelo inicial para precisar que la demanda está dirigida contra los señores LUIS FERNANDO MELO OSSA, GUILLERMO LEÓN ACERO y CUELLAR TOVAR Y CÍA S. EN C., quienes integran el consorcio Cuellar – Acero, pero aclara que no acciona contra esta último, pues no cuenta con personería jurídica.
Indica que el juzgado erró al no dar trámite a la primera reforma y aceptar una segunda que lo único que pretendía era vincular como demandados a las personas naturales y jurídicas que integraron la citada asociación, por lo que solicita que al hacer control de legalidad del citado auto, lo declare nulo y establezca que la parte pasiva de esta acción la integran el departamento de Risaralda y el Consorcio Cuellar – Acero, tal como se indicó en libeló inicial.
De manera subsidiaria, solicita que en caso de mantenerse la decisión, se declare la nulidad respecto a la manera cómo se debe notificar la citada reforma, pues al ser vinculados nuevos demandados debió surtirse de manera personal.

Mediante auto de fecha 20 de septiembre de 2016, el juzgado negó la petición de nulidad al advertir que el auto que admitió la reforma a la demanda no fue cuestionado por el incidentista dentro del término de ejecutoria, por lo tanto no resulta oportuna la petición de declarar nula esa actuación.

Con todo y lo anterior el Juzgado analizó el asunto para indicar que ninguna irregularidad se advertía frente al trámite, pues la reforma se admitió por haberse presentado antes del término para ello y no vencido éste, por lo que, dando prevalencia al derecho sustancial sobre las formas de acuerdo a lo establecido tanto por la jurisprudencia local como la constitucional, validó la actuación.

Por último indicó que la notificación de la citada reforma, en este evento no debió surtirse de manera personal, pues no se vincularon nuevos demandados.

Inconforme con la decisión el señor Luis Fernando Melo Ossa, interpuso recurso de reposición y en subsidio de apelación señalando varias irregularidades acontecidas en el trámite, tales como i) que la demanda fue presentada en contra del Consorcio Cuellar – Acero y el Juzgado la admitió contra sus integrantes, ii) que ante la presentación de dos reformas a la demanda, el Juzgado admitió la segunda cuando para ello sólo se tiene una sola oportunidad y iii) no se dio trámite a la primera reforma presentada, por lo tanto, la segunda debe declararse improcedente pues con su admisión el Juzgado incurrió en un error en su notificación, tal como se puso de presente en el escrito de nulidad.
Finalmente, precisó que las irregularidades advertidas en ningún momento fueron subsanadas al no haberlas puesto de manifiesto en la primera audiencia de trámite, toda vez que no compareció a tal acto procesal, justificándose de manera oportuna, sin que a la fecha se haya efectuado un pronunciamiento al respecto.

Por lo anterior solicitó que se declarara nulo el ordinal séptimo del auto de fecha 29 de julio de 2013 y se aclarara el trámite respecto a la correcta identificación de la parte pasiva de la acción, esto es el Consorcio Cuellar –Acero y el Departamento de Risaralda.
El recurso de reposición no fue resuelto, debido a que fue prestado de forma extemporánea; sin embargo el de apelación se concedió por haber sido presentado en término.
CONSIDERACIONES

Problema jurídico

¿La existencia de un escrito de reforma a la demanda, impide dar trámite a una segunda petición en este sentido?

Para resolver el problema jurídico esta Sala de Decisión considera necesario precisar el siguiente aspecto:
1. LA REFORMA DE LA DEMANDA
Señala el inciso 2º del artículo 28 del C.P.T. y de la S.S. que la demanda podrá ser reformada por una sola vez, dentro de los cinco (5) días siguientes al vencimiento del término de traslado de la inicial o de la de reconvención, si fuere el caso.
Lo anterior significa que el término de cinco (5) días otorgado para la reforma de la demanda corre a partir del día siguiente al vencimiento del traslado que tenía el demandado para contestar la demanda, independientemente si se presenta o no contestación, o si ésta se admite o inadmite por parte del juez de conocimiento.
2. EL CASO CONCRETO
En el presente asunto, el recurrente se duele de que se haya dado trámite a la reforma de la demanda prestada por el actor el 29 de julio de 2013 –fl 199 a 2002-, cuando con antelación, esto es el 6 de marzo de 2013 –fl 185-, había presentado un escrito con el mismo fin, desconociendo con ello la regulación procesal que establece que la demanda se puede reformar por una única vez, al paso que reprocha que nada se haya resuelto en relación con la primera petición.

Lo primero que debe indicarse es que de acuerdo con las notificaciones realizadas a los sujetos pasivos involucrados en el presente trámite se tiene que la última de ellas se surtió el 12 de junio de 2013 –fl 195- cuando se notificó personalmente al curador ad-litem designado a la Sociedad Cuellar Tovar y Cía S en C., a quien le corrió el término para dar respuesta a la acción hasta el 26 de junio de 2013.

No obstante, como quiera que para ese momento no se había efectuado la notificación de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, resultaba obligatoria en virtud a la presencia como parte demandada del Departamento de Risaralda, ello impidió que se tuviera como término de traslado para el ente territorial y los demás demandados, el corrido al día siguiente de la fecha en que se surtió la notificación del auto admisorio, pues de acuerdo con las previsiones del inciso 5º del artículo 612 del Código General del Proceso, el término de traslado para la Agencia, debía correr vencido el plazo de 25 días común, después de surtida la última notificación, esto es, la de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.
En ese orden de ideas, al haber sido comunicada la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado el 23 de mayo de 2014, el término común de traslado a las partes, transcurrió entre el 3 y el 16 de julio de 2014, tal como se observa en la constancia de secretaría visible a folio 243 del expediente, por lo que el término para reformar la demanda debió correr entre el 17 y el 23 de igual mes y año.
Tal y como se surtieron las notificaciones, resulta evidente entonces que la reforma presentada por la parte actora el día 13 de marzo de 2013, no resultaba oportuna, en tanto que para esa data no había sido notificado el curador ad-litem, ni la Agencia Nacional de Defensa Judicial, lo cual explica la razón por la que el Juzgado no se pronunció al respecto; no obstante, esa omisión no tiene la entidad suficiente como para anular la actuación, pues no encuadra dentro de las causales previstas en el artículo 133 del Código General del Proceso, a lo que debe adicionarse que el legitimado para alegar la omisión, si la hubo, era el actor y no uno de los codemandados.
En lo que respecta a la segunda reforma de la demanda, con la cual se integró el escrito inicial con las nuevas modificaciones pretendidas por la parte actora, fue presentada cuando en el plenario ya se habían anexado las respuestas del departamento de Risaralda, de los señores Luis Fernando Melo Ossa y Guillermo León Acero Castellanos y del curador ad-litem y, a pesar de que faltaba surtirse la notificación a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, no por ello, puede considerarse inoportuna pues, en estricto sentido, la parte demandada ya lo había hecho.
Ahora, de considerarse que estaba pendiente la notificación de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica, cabe señalar que la presentación anticipada del escrito de reforma, no puede traer para la parte actora las mismas consecuencias de un actuar tardío, como lo es, la de no darle trámite por extemporánea, porque en el primer evento, el documento presentado con tal fin fue incorporado al expediente, lo que indica que los demandados tuvieron la oportunidad de constatar su existencia y contenido, así como de tener la convicción de un pronunciamiento futuro por parte de la juez de primer grado, es decir, la decisión respecto a la reforma no los tomó por sorpresa, mientas que, en el segundo caso, habiendo vencido el término para reformar los demanda, los accionantes ya no esperan que una petición en ese sentido sea presentada o de presentarse, no sea admitida por el Juzgado.

Conforme con lo expuesto resultaría un formalismo excesivo declarar extemporánea por anticipación la reforma de la demanda cuestionada, lo que no quiere decir que se esté justificando la inobservancia de las normas procesales, sino que en el caso particular, la actuación de Velásquez Ochoa no puede castigarse cuando ninguna de las garantías procesales de los demandados se vio afectada.

Concluyéndose entonces que la modificación de la demanda fue presentada en término, habría que decir que su admisión no contraría lo previsto en el inciso 2º del artículo 28 del C.P.T. y de la S.S., pues como se indicó con precedencia a la primera reforma no se le dio trámite y la segunda integró las modificaciones pretendidas con el primer escrito, por lo tanto, tampoco con este argumento puede sostenerse la nulidad pretendida por el recurrente.
Pero aun cuando lo anterior no se aceptase, se tiene que el auto que admitió la reforma no fue apelado en su oportunidad, por lo que podría considerarse que con la nulidad formulada lo que realmente se busca es subsanar la omisión en que incurrieron los señores Guillermo León Acero Castellano y Luis Fernando Melo Ossa al no dar respuesta a la reforma de la demanda y no sanear la actuación adelantada, respecto a la correcta individualización de la parte demandada.

Por último se hace necesario precisar que la demanda formulada por el señor Rigoberto Velásquez Ochoa, si bien en principio estuvo dirigida al Consorcio Cuellar –Acero, que no es persona jurídica, tal irregularidad fue subsanada al momento de admitir la acción, pues allí se determinó que la parte pasiva la conformaban el departamento de Risaralda y los integrantes del Consorcio Cuellar-Acero, Guillermo León Acero Castellanos, Luis Fernando Melo Ossa y la Sociedad Cuellar Tovar y Cía en C. y con esa precisión se direccionó toda la actuación procesal.  Que los demandados no hayan advertido tal situación al momento de dar respuesta a la demanda, a pesar de haberles sido entregada copia de esa decisión –fl 171 y 174- es otra omisión que no puede ser corregida alegando una nulidad inexistente.

En el anterior orden de ideas, acertada resultó la decisión adoptada por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, por lo que habrá de confirmarse el auto de 20 de septiembre de 2016.

Costas en esta instancia a cargo de la parte recurrente en un 100%. 
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, 
RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la providencia recurrida.
SEGUNDO.  CONDENAR en costas en esta instancia a la parte recurrente en un 100%. 
Notifíquese,
Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 
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